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El medio ambiente y la biodiversidad como base de la competitividad 
y el desarrollo sostenible de América Latina y el Caribe

En los últimos años, el tema ambiental se ha convertido en una prioridad 
de política pública en todo el mundo. Los impactos y amenazas del cambio 
climático han obligado a tomar medidas urgentes para mitigar el daño 
ambiental ya realizado (el calentamiento global) --controlando los niveles 
de emisiones de gases de efecto invernadero (GEI)--, y a adaptarse en forma 
global y local a los efectos irreversibles causados por el mismo. 

Si bien las medidas de mitigación y adaptación al cambio climático hacen 
parte de las necesidades de una buena gestión ambiental, los desafíos 
que allí confrontan América Latina y el Caribe –independientemente 
del ámbito del cambio climático y más allá del mismo-- son temas 
pendientes y determinantes del desarrollo sostenible, de la calidad de 
vida y de la competitividad económica de las empresas y de los países. 

El medio ambiente y la biodiversidad 
como base de la competitividad y 
el desarrollo sostenible de América 
Latina y el Caribe
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El medio ambiente y la biodiversidad como base de la competitividad 
y el desarrollo sostenible de América Latina y el Caribe

Entre estos desafíos --abordados en este estudio-- figuran, entre otros, 
la contaminación atmosférica por emisiones de gases nocivos (además 
de los GEI), la contaminación hídrica por descargas de aguas negras e 
industriales, la degradación y sobreexplotación del capital natural que 
resulta en pérdidas de biodiversidad, y la persistencia de residuos sólidos 
y peligrosos en el ambiente.

Este trabajo se divide en tres partes, además de esta introducción. En primer 
lugar se presenta un diagnóstico sobre el estado actual del desempeño de 
la gestión ambiental y del capital natural de la región, identificando las 
principales amenazas a su sostenibilidad y los desafíos que la región enfrenta 
para superarlos. En segundo lugar se hace un análisis de evidencia empírica 
respecto a acciones de políticas necesarias y fundamentales para alcanzar 
un buen desempeño ambiental, haciendo énfasis en el marco de gobernanza, 
la transversalidad multisectorial, la participación competitiva del sector 
privado, y la inclusión social. Todo lo anterior en el marco del debate sobre 
crecimiento y medio ambiente, donde se demuestra que la inversión en 
infraestructura física y desarrollo económico, al tiempo que se conservan 
el medio ambiente y el capital natural, es una estrategia viable e inteligente 
de desarrollo sostenible. De hecho, se demuestra que el capital natural es 
en sí mismo una infraestructura ecológica generadora de bienes y servicios 
valiosos a la humanidad y que a su vez contribuyen en forma determinante 
a la competitividad, a la generación de ingresos y a la mejor calidad de vida 
de las poblaciones, particularmente de los grupos vulnerables. Por último se 
ofrece una corta sección de conclusiones.
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Diagnóstico y principales desafíos de la región

Entre la abundancia y el deterioro

La región de América Latina y el Caribe (ALC) se destaca por su abundancia 
relativa de capital natural y se la considera una potencia en términos de 
biodiversidad, pues cuenta con la mayor variedad en especies y ecosistemas 
del planeta. A nivel global, la región acumula el 40% de la biodiversidad 
(Bovarnick et al. 2010), contiene 11 de los 14 biomas terrestres (Blackman 
et al. 2014), seis de los 17 países megadiversos y siete de los 25 puntos 
críticos (hotspots) de biodiversidad del mundo (PNUMA 2010a). Se estima 
que ALC tiene casi nueve millones de km2 de bosques naturales, incluyendo 
una cuarta parte (37.000 km2) de los manglares del mundo (FAO 2010, 
Siikamäki et al. 2012). Asimismo, más del 30% de agua dulce disponible y 
aproximadamente el 40% de los recursos hídricos se localizan en la región 
(PNUMA 2010a). La región tiene 700 millones de hectáreas de tierra 
potencialmente cultivable, 570 millones de hectáreas de praderas y más de 
800 millones de hectáreas de bosques nativos (Bovarnick et al. 2010). 

Diagnóstico y principales  
desafíos de la región
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Diagnóstico y principales desafíos de la región

En términos de ecosistemas marino-costeros, ALC contiene regiones que 
representan una amplia gama de manglares, praderas marinas y ecosistemas 
coralinos. El Caribe por sí solo es particularmente rico, dado que alberga 
12.000 especies marinas registradas, superando así a cualquier otra 
región de ALC (Miloslavich et al. 2011). Cuenta además con más de 30 
ecorregiones de manglares diferentes a lo largo de 37.000 km2 de costas 
tropicales y subtropicales (Siikamäki et al. 2012). Las costas del Caribe 
de México, Belice, Guatemala y Honduras poseen el segundo sistema de 
arrecifes más grande del mundo, después del de Australia.

Durante las últimas décadas, los países del área han logrado avances 
significativos en términos de posicionar el tema de la sostenibilidad 
ambiental como una responsabilidad de política pública, creando para 
ello marcos institucionales y jurídicos, e impulsando una mayor conciencia 
ciudadana. Esta prioridad ha cobrado mayor relevancia y adquirido 
una nueva dimensión en el contexto de la Convención Marco sobre el 
Cambio Climático como resultado de la evidencia sobre la gravedad del 
calentamiento global, según los Informes del Grupo Intergubernamental de 
Expertos sobre el Cambio Climático (IPCC). 

Sin embargo, la región confronta un proceso de deterioro ambiental y 
amenazas crecientes a su sostenibilidad. Esto se origina en parte en su 
crecimiento demográfico y económico, lo que a su vez exige la intensificación 
cada vez mayor de la explotación de sus recursos naturales. Entre 1990 y 
2013, la población de ALC creció un 38,5% y su Producto Interno Bruto 
(PIB) aumentó en un 106%, mientras que su PIB per cápita creció en un 
49% (CEPAL 2014). De continuar esta tendencia, se espera que para 2030 se 
incremente la demanda de energía y agua en un 50 y 25% respectivamente. 
Lo mismo en lo que se refiere a la demanda de alimentos, fibras, productos 
forestales, tierra agrícola y minerales, entre otros (BID 2013b). La creciente 
concentración demográfica en las ciudades también condiciona la demanda 
de recursos y acentúa la precariedad de la situación ambiental (CEPAL 2014). 
Este crecimiento conlleva necesidades crecientes de inversiones en grandes 
obras de infraestructura de todo tipo, incluyendo puertos y carreteras, 
tratamiento de aguas residuales, energía y minas, entre otras.  

El deterioro ambiental tiene unos costos económicos reales para los países 
que no siempre se contabilizan. Estos costos se ilustran, por ejemplo, en 
los Estudios Ambientales de País (CEA por su sigla en inglés) que el Banco 
Mundial ha realizado para Colombia, México y Perú. En tales estudios se 
hacen estimaciones conservadoras de costos asociados a aquellos procesos 
de degradación ambiental que se pueden prevenir localmente, entre ellos 
los daños a la salud, la pérdida de productividad por erosión de suelos, 
y los costos de reparación de ciertos pasivos ambientales puntuales. Los 
resultados de estos estudios sitúan los costos económicos de la degradación 

El deterioro 
ambiental tiene 
unos costos 
económicos reales 
para los países 
que no siempre se 
contabilizan.
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Diagnóstico y principales desafíos de la región

ambiental en cerca del 3% del PIB (Banco Mundial 2006, 2007). Estos costos 
reales incurridos por la sociedad no se reflejan en las cuentas nacionales, lo 
cual dificulta a los gobiernos priorizar las decisiones de inversión pública 
ambiental. 

El Índice de Desempeño Ambiental (EPI, por su siglas en inglés) (Yale 
University 2014)1 es una herramienta de medición comparativa que desde 
el año 2002 se emplea de manera sistemática para monitorear desempeño 
relativo de los países. El EPI para el año 2014 es ilustrativo: su desagregación 
permite ver que si bien es cierto que los países de ALC se benefician de la 
abundancia relativa de capital natural, los procesos crecientes de deterioro del 
mismo, junto con los bajos niveles de gobernanza ambiental que se registran, 
inciden en su posición relativamente baja frente a países considerados 
como referentes de buen desempeño. En el Gráfico 1 se comparan la salud 
ambiental y la vitalidad de los ecosistemas de algunos países seleccionados 
de ALC. Allí se observa claramente una brecha significativa entre estos y los 
que sirven como punto de referencia (benchmark). 

Gráfico 1. Índice de Desempeño Ambiental para el año 2014

Fuente: Yale University (2014).

1. Para mayor información del índice y sus componentes, véase http://epi.yale.edu/
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Diagnóstico y principales desafíos de la región

El gráfico 2 compara los resultados de EPI 2014 para los siete países mejor 
situados y un conjunto de países del resto del mundo comparables con 
países de ALC en sus niveles de desarrollo En general, se nota una gran 
heterogeneidad de desempeño ambiental entre los propios países de ALC, 
similar a la dispersión que se registra en Asia, donde Singapur y Corea 
del Sur presentan valores de desempeño relativamente altos, mientras que 
China, India y Vietnam se encuentran en el grupo inferior de desempeño.

              

Fuente: Yale University (2014).

Cobertura forestal: bajo amenaza continua

El estado del capital natural muestra tendencias de deterioro creciente en 
términos del estado de los bosques, la biodiversidad y los servicios ecosistémicos 
tanto terrestres como marino- costeros. En los últimos años, la mayor parte 
de los países de la región han adoptado nuevas políticas forestales y/o han 
actualizado la legislación respectiva, introduciendo criterios ambientales y 
de sostenibilidad en el aprovechamiento de los bosques. Tal es el caso de la 
creación de incentivos para frenar la deforestación a través del Programa 
REDD+ (Reducción de Emisiones por Deforestación y Degradación de los 
bosques) y la aplicación de sistemas de manejo forestal comunitario, todo lo 
cual ha mostrado resultados favorables (Cronkleton, Bray y Medina 2011). 
No obstante, la región sigue enfrentándose a crecientes procesos de cambio 
de uso del suelo. Se estima que ALC ha perdido 7% de su cobertura forestal 
entre 1990 y 2005 (CEPAL 2015). Desde la década de 1960, más de 150 

Gráfico 2. Valor del Índice de Desempeño Ambiental (EPI) en el año 2014
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El estado del capital natural 
muestra tendencias de 
deterioro creciente en 
términos del estado de los 
bosques, la biodiversidad y 
los servicios ecosistémicos 
tanto terrestres como 
marino- costeros. 
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Diagnóstico y principales desafíos de la región

millones de hectáreas se han incorporado a la producción agropecuaria 
(Kaimowitz et al. 2004). La tasa anual de pérdida de bosques en la región 
entre 2000 y 2010 fue del 0,46%, es decir, el doble de la tasa mundial. Esto 
representa una pérdida de 4,2 millones de hectáreas al año, aunque parece 
apreciarse una ligera tendencia a la reducción en los últimos años (CEPAL-
FAO-IICA 2012). En el gráfico 2 se observa que si bien algunos países como 
Cuba, Uruguay, Chile y Costa Rica han incrementado su cobertura forestal 
(bosques nativos y plantaciones) entre 1990 y 2010, en la mayoría se ha 
acelerado la pérdida de bosques, inclusive si se compara con quinquenios 
anteriores, especialmente en los casos de Honduras, Ecuador, Nicaragua, 
Guatemala, Belice y Paraguay.

 

Fuente: http://estadisticas.cepal.org/cepalstat/WEB_CEPALSTAT/estadisticasIndicadores.asp.

La pérdida de cobertura forestal es atribuible a una combinación de factores 
directos e indirectos. Entre los factores directos figuran: (i) la presión para 
ampliar la superficie destinada a los cultivos forestales industriales y de 
exportación, sobre todo por la demanda creciente de biocombustibles 
(bioetanol y biodiesel); (ii) la expansión de la ganadería, sector que 
contribuye con un 45% del PIB agropecuario en ALC y representa el 
13% de la producción mundial con un crecimiento del 4% anual; y (iii) 
la expansión de los sistemas viales y de infraestructura (ONU-CEPAL 
2012). Factores indirectos son: (i) la debilidad de la gobernanza ambiental 
e institucional responsable de la gestión forestal; (ii) la incertidumbre sobre 
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Diagnóstico y principales desafíos de la región

la titularidad de la tierra y los derechos de propiedad; (iii) la existencia de 
leyes e incentivos económicos que fomentan el cambio de uso de suelo hacia 
los usos agropecuarios mediante beneficios fiscales, subsidios y asignación 
de derechos de propiedad de la tierra; y (iv) la no incorporación del valor 
de los servicios ambientales de los bosques en las decisiones económicas de 
los gobiernos y de los agentes privados (Geist y Lambin 2002, Kaimowitz et 
al. 2004, ONU-CEPAL 2012). La pérdida de bosques es uno de los factores 
que afecta directamente la biodiversidad y la vitalidad de los ecosistemas, 
como se observa a continuación. 

Biodiversidad y ecosistemas:  
altas tasas de pérdida y degradación 

Los ecosistemas terrestres de ALC en sus diferentes regiones --Mesoamérica, 
Amazonía, Chaco, llanuras y zonas andinas, entre otras-- contienen 
una gran riqueza de biodiversidad y servicios ambientales que albergan 
sus humedales, bosques, acuíferos, lagos y ríos, montañas, praderas y 
desiertos naturales. No obstante, la presión sobre todos los ecosistemas 
es creciente. Por ejemplo, la biodiversidad en el Pantanal y el Cerrado 
brasileños se encuentra amenazada por la conversión de la vegetación 
natural en terrenos para ganadería y  agricultura, por la contaminación 
originada en los agroquímicos y la minería, por la introducción de especies 
invasoras, y por los residuos urbanos de la ciudades aledañas (Alho 2011, 
WWF 2011). Entre tanto, el retroceso de los glaciares andinos, así como la 
desaparición acelerada de las zonas de humedales como consecuencia del 
cambio climático, están alterando sustancialmente los patrones de flujo de 
corrientes, amenazando así el suministro de agua y la generación de energía 
(Parry 2007, Anderson et al. 2011). Igualmente, las aguas residuales, la 
producción agrícola y la minería están afectando directamente la vida 
acuática, por ejemplo en el río Orinoco (Venezuela y Colombia), el cual 
alberga a más de 1.000 especies de peces (Barletta et al. 2010). 

Dado que la mitad de la población del Caribe vive a menos de 100 
kilómetros del litoral (Chatwin 2007), en términos de ecosistemas marino-
costeros esta concentración poblacional impone demandas directas e 
indirectas que ocasionan la pérdida creciente de los medios de vida de las 
comunidades costeras por la destrucción de hábitats y la degradación de 
manglares, humedales costeros y arrecifes de coral (Halpern et al. 2008). 
Por ejemplo, la superficie de manglares en ALC ha disminuido en un 40% 
entre 1980 y 2001, debido principalmente al desarrollo costero (Valiela et 
al. 2001); esto incluye actividades agrícolas,  desarrollo de explotaciones 
acuícolas, y en algunos casos emprendimientos urbano-turísticos (Yáñez y 
Lara 1999, PNUMA 2010b). Por otro lado, el 66% de los arrecifes de coral 
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de la región están deteriorados y se han reducido a casi una tercera parte 
de su valor histórico (Sherman et al. 2009). Cerca del 30% de los arrecifes 
coralinos del Caribe han sido destruidos y se espera que en los próximos 
20 años se pierda otro 20% (PNUMA 2010d), particularmente en la costa 
oeste de Sudamérica y Centroamérica, en el Golfo de México y en las costas 
caribeñas (Burke y Maidens 2005, PNUMA y CATHALAC 2010, Jackson 
et al. 2014). Asimismo, entre 1992 y  2008, se ha registrado en la región 
un incremento de 24 a 33%  en los indicadores de sobrexplotación de los 
recursos pesqueros (FAO 2012). Según la Organización de las Naciones 
Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO) (2014b), los mares 
de ALC suministraron cerca del 20% de la pesca mundial en 2012; sin 
embargo, las capturas se redujeron durante la última década en una media 
del 8,5% anual, pasando de 20,06 millones de toneladas en el año 2000 a 
12,3 millones de toneladas en 2010. 

Si se compara el estado de las especies sometidas a algún tipo de amenaza 
desde 1996 (UICN 1996, 1997) hasta el presente (UICN 2015), la situación 
es crítica. ALC alberga cinco de los 20 países con mayor número de especies 
animales amenazados o en peligro, y siete de los 20 países con más especies 
de plantas amenazadas (PNUMA 2010c). El número de especies animales 
extintas en la naturaleza se ha incrementado de 99 a 128 entre 1996 y 2014; 
las especies en estado crítico han pasado de 255 a 1.065; y las especies en 
peligro han pasado de 500 en 1996 a 1.624 en 2014. En total, en menos 
de dos décadas se ha triplicado el número de especies amenazadas, siendo 

Paisaje submarino de arrecifes de coral con 
señales de blanqueamiento  

�
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los incrementos más marcados en Centroamérica. Asimismo, y como suele 
suceder en todo el mundo, en ALC la información sobre la situación de 
especies acuáticas continentales es muy limitada. Como resultado de la 
pérdida de biodiversidad, la reserva genética de la región se está degradando 
rápidamente. Aproximadamente el 40% de especies de plantas medicinales 
en Sudamérica se encuentra amenazado y la región ha perdido cerca del 
75% de la diversidad genética de sus cultivos agrícolas durante el siglo 
pasado (PNUMA 2010c, CBD 2014).

En un grado u otro, los países de la región han establecido diversos 
tipos de instrumentos jurídicos para la protección de la biodiversidad, 
incluyendo sobre todo la creación de áreas protegidas y parques nacionales 
(Dourojeanni y Quiroga 2006). Es así como la superficie protegida en ALC 
se ha expandido hasta superar el 20% del territorio, pasando de 1.966.400 
km2 en 1990 a 4.634.067 km2 en 2014 (PNUMA-WCMC 2014). Sin 
embargo, el aumento en la declaratoria de áreas protegidas, incluyendo el 
número de leyes y normativas asociadas a la biodiversidad, pareciera no 
haberse reflejado hasta la fecha en mejores indicadores de biodiversidad, tal 
y como se verá a continuación.  

Áreas protegidas: pocos resultados notables

Según la Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza 
(UICN) y el Biodiversity Indicators Partnership (2010), la valoración de 
la efectividad en el manejo de áreas protegidas en ALC es de 0,51 (en una 
escala de 0 a 1), superando solo a África (0,49). Igualmente, un 46% de las 

Deforestación: tierra degradada en donde el 
bosque tropical ha sido destruido.

�
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áreas protegidas en la región exhibe un manejo claramente inadecuado o 
con serias deficiencias, y en solo un 16% el manejo se califica de aceptable. 
En diversos estudios se demuestra también que una gran parte de las 
áreas protegidas se encuentran fragmentadas o mal gestionadas (Brandon, 
Redford y Sanderson 1998, Dudley y Stolton 1999, DeFries et al. 2005, 
Leverington et al. 2010), o carecen de suficiente financiación (Bruner, 
Gullison y Balmford 2004, Bovarnick, Alpízar y Schnell 2010). Menos de la 
mitad de los países de la región han concluido la revisión de sus estrategias 
nacionales en biodiversidad. Según Flores (2010), se estima que del 1% del 
PIB que los países de ALC destinan a la protección del medio ambiente, 
menos del 0,01% se asigna a la gestión de Áreas Naturales Protegidas 
(ANP), lo cual equivale a US$1,18 por hectárea protegida al año. Dichas 
asignaciones presupuestarias, más los fondos de fuentes internacionales, 
cubren menos del 54% de las necesidades financieras mínimas de las áreas 
protegidas terrestres existentes, o el 34% de lo que sería necesario para 
lograr un manejo deseable (“óptimo”).  

En términos de las necesidades financieras globales para administrar las 
áreas protegidas ya creadas en ALC, se estima que se requiere invertir 
aproximadamente US$317 millones adicionales al año para atender las 
necesidades mínimas operativas, y US$700 millones al año para asegurar 
su manejo adecuado (Bovarnick, Alpízar y Schnell 2010). Además, se 
requerirían cerca de US$22 millones al año para expandir la red de áreas 
protegidas a fin de cubrir los vacíos en la representatividad de los tipos de 
ecosistemas encontradas en muchos países de la región (TNC 2007).

Intervenciones como son los esquemas de comanejo público-privado de áreas 
naturales protegidas (ANP) o a cargo de pueblos indígenas, los mecanismos 
de pago por servicios ambientales (PSA), los esquemas de puesta en valor 
de recursos no maderables, y turismo de naturaleza, entre otros, tienen un 
alto potencial para contribuir a la sostenibilidad de la biodiversidad y de 
los ecosistemas. Sin embargo, no son suficientes si los países no abordan 
en forma integral las políticas públicas y los programas de inversiones de 
largo plazo (Blackman et al. 2014). Por lo general, las políticas públicas 
actuales no priorizan ni internalizan la importancia de la biodiversidad y de 
los ecosistemas, y esto hace que no se puedan detener o contrarrestar las 
principales amenazas como son: (i) las presiones económicas que conducen 
a la sobreexplotación de recursos, junto con la falta de controles y normas 
ambientales apropiadas en materia de infraestructura y asentamientos; (ii) el 
acceso irrestricto a áreas y hábitats naturales, en parte debido a la carencia de 
derechos de propiedad  y a la inseguridad de la tenencia, y a otras debilidades 
de los sistemas de áreas protegidas; (iii) la contaminación ambiental, que 
afecta sobre todo a los principales cuerpos de agua; y (iv) el cambio climático, 
entre otros (PNUMA 2010d, Müller, Pacheco y Montero 2014).
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Disponibilidad de agua en el largo plazo: 
desafío ambiental de primer orden

Dos terceras partes de la región están clasificadas como áridas o semiáridas, 
entre ellas el centro y norte de México, el nordeste de Brasil, y varias 
regiones andinas en Argentina, Chile, Bolivia y Perú. Según la FAO, los 
usos principales del recurso hídrico son: agricultura (73%), consumo 
doméstico (18%) e industria (9%) (FAO 2014a). Las crecientes necesidades 
de superficie de riego, los grandes emprendimientos hidroeléctricos, y el 
incremento de la población urbana apuntan al surgimiento de conflictos 
de uso entre los diferentes sectores, y de mayores presiones ambientales 
en general (Mahlknecht y Pastén Zapata 2013). La Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE 2012) prevé para 2050 
un aumento de 55% en la demanda de agua, y estima que 40% de la 
población estará ocupando cuencas hidrográficas que ya registran estrés 
hídrico severo. Tal es el caso de México (CONAGUA 2015), donde  en 
2010 cuatro de sus 13 regiones hidrológicas acusaban situación de estrés 
hídrico, afectando a 59,8 millones de habitantes2. En el caso de Chile, según 
la Estrategia Nacional de Recursos Hídricos 2012-2025 (MOP 2012), cinco 
de las 13 regiones presentaban niveles elevados de estrés hídrico.   

Ante esta situación, en los últimos años los países han iniciado reformas 
jurídicas e institucionales importantes en relación con la gestión de los 
recursos hídricos, entre ellos México (2014), Perú (2009), Uruguay (2009) 
y Paraguay (2007). No obstante, todavía son muchos los que carecen de 
un desarrollo suficiente y adecuado en materia de legislación y de políticas 
de recursos hídricos (Dourojeanni 2010). Además, una de las principales 
dificultades para la gestión sostenible del agua es la falta de información. En 
la mayor parte de países los datos son parciales, heterogéneos y puntuales, 
si es que existen. A menudo, los organismos a cargo de recolectarlos son 
entidades sectoriales con objetivos muy acotados a su sector, de modo que 
no resultan útiles para el resto de usuarios o gestores (Mahlknecht y Pastén 
Zapata 2013, ONU-CEPAL 2012). Asimismo, el mapeo institucional sobre 
la gestión del agua muestra una marcada fragmentación entre ministerios 
y niveles de gobierno con funciones que se cruzan y se sobre imponen, lo 
cual se presta para que surjan contradicciones en la aplicación de políticas 
sectoriales. Las soluciones de largo plazo requerirán esquemas funcionales de 
gestión integral, principalmente en tres ejes centrales: (i) el fortalecimiento de 
la gobernanza; (ii) la aplicación de instrumentos económicos y financieros; 
y (iii) la mejora de la información sobre la calidad y la cantidad del recurso 
(ONU-Agua 2008, PNUMA 2010d).

2. Baja California (1.250 m3/hab./año), Río Bravo (1.144 m3/hab./año), Lerma-Santiago-Pacífico (1.527 m3/hab./
año) y Valle de México (160 m3/hab./año).
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Contaminación ambiental: lejos de los 
parámetros internacionales deseables

Contaminación hídrica 

La contaminación de cuerpos de agua por vertidos no tratados tiene impactos 
graves sobre la salud humana, la calidad de los ecosistemas y el desarrollo 
económico. La situación de contaminación hídrica es crítica, tal y como se 
refleja en los niveles de degradación de importantes ecosistemas acuáticos 
tanto terrestres (ríos, humedales, lagos) como marino-costeros. Si bien la 
región ha mejorado sus índices de cobertura de aguas servidas, se estima que 
más del 70% de las aguas residuales no reciben tratamiento alguno antes 
de verterse en ríos, lagos o en el mar (Jouravlev 2014). Chile se acerca a un 
nivel cercano al 100% de tratamiento de aguas residuales urbanas, pero para 
los demás países de ALC los niveles son muy bajos: México (48%), Brasil y 
Uruguay (35%); Belice y región del Caribe (20%); Colombia, Perú y Bolivia 
(20%), Ecuador, Argentina y Venezuela (10%), y la región de Centroamérica 
(5%) (Mahlknecht y Pastén Zapata 2013).

A lo anterior debe sumarse la contaminación por fuentes procedentes 
de la agricultura (químicos y plaguicidas) y por efluentes originados 
en la actividad minera, sobre todo de la minería e industrias dispersas e 
informales. Por ejemplo, aunque Chile registra niveles altos de tratamiento 
de aguas residuales domésticas, el Índice de Calidad del Agua (ICA) oficial 
reporta ocho tramos de 33 cuencas con aguas en mal estado; sobresale 
la elevada contaminación química por metales en algunas zonas de la VI 
Región (Mahlknecht y Pastén Zapata 2013). Por otro lado, la condición 
ambiental del 20% de los cauces en El Salvador se cataloga como deficiente, 
con indicadores de contaminación por descargas orgánicas y de organismos 
patógenos (coliformes) que se encuentran muy por encima de estándares 
internacionales  aceptables. A lo anterior se asocia una mortalidad infantil 
por enfermedades gastrointestinales de 16 niños por cada 1.000 nacidos 
vivos (MARN 2014).

Contaminación del aire en centros urbanos

A pesar de las mejoras que se han registrado en los último años en muchas 
ciudades como México, Bogotá, São Paulo y Santiago, por lo menos 100 
millones de personas en ALC están expuestas a la contaminación atmosférica 
en niveles superiores a los recomendados por la OMS (Green y Sánchez 
2013). En el año 2012, 3,7 millones de personas murieron en el mundo 
por causas directamente asociadas con la contaminación del aire; 4% de 
ese total correspondió al continente americano (OMS 2014). De especial 

La contaminación 
de cuerpos de 
agua por vertidos 
no tratados 
tiene impactos 
graves sobre la 
salud humana, 
la calidad de 
los ecosistemas 
y el desarrollo 
económico. 
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gravedad es la situación en términos de material particulado3 (MP10): hay 
ciudades de ALC que superan ampliamente la norma de la OMS de 20 μg/
m3 de media anual, como se observa en el gráfico 4. 

Fuente: (CEPAL 2015).

Igualmente, las emisiones de GEI en ALC han crecido de forma sostenida 
desde 1990, a una tasa media anual cercana al 1,2%, similar a la media 
mundial (ONU 2010). Las emisiones de dióxido de carbono (CO2) han 
pasado de 1.006 millones de toneladas en 1990 (2,3 t/habitante) a 1.701 
millones de toneladas en 2010 (2,9 t/habitante). Diversos estudios apuntan 
al transporte motorizado y al incremento sostenido del parque vehicular 
como la principal causa de la contaminación atmosférica en las ciudades 
(CAF 2011). A este respecto, los países de la región han incrementado sus 
inversiones en infraestructura y en esquemas de transporte y movilidad, con 
metas de reducción de huella de carbono (Li y Colombier 2009). Tal es el caso 
de la implementación de los sistemas de transporte público masivo en Brasil, 

3. Material particulado contiene varios componentes, entre ellos ácidos (tales como nitratos y sulfatos), químicos 
orgánicos, metales, y partículas de suelo o polvo.

Gráfico 4. Emisiones anuales de MP
10

 (μg/m3) en ciudades de ALC, Europa y América del Norte
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México y Colombia. También se ha desarrollado una oferta energética más 
limpia aprovechando el potencial de fuentes de energía renovable (Galindo 
2009). Todos estos esfuerzos son necesarios y contribuirán sin duda a 
reducir los niveles actuales de contaminación, aunque todavía se requieren 
cambios significativos de política y de comportamiento económico en 
temas de energía y transporte, acompañados de mayores inversiones tanto 
públicas como privadas (PNUMA-CEPAL 2010).

El desafío de la disposición final de basuras

La gestión de los desechos sólidos es uno de los principales retos ambientales 
en ALC por las marcadas deficiencias en materia de disposición final, tanto en 
municipios urbanos como rurales, con impactos directos sobre la salud de las 
poblaciones y la contaminación de los ecosistemas. Si bien se han registrado 
mejoras en la cobertura de recolección de basura —con una media de 93,4% 
(BID 2010)—, el problema ambiental central se presenta en el tratamiento 
y la disposición final de los desechos sólidos. Como se observa en el gráfico 
5, en la mayoría de los países de ALC los desechos sólidos se disponen en 
vertederos controlados o a cielo abierto, o se queman a cielo abierto.

Fuente: (BID-AIDIS 2010).

Gráfico 5. Porcentaje de la población con acceso a sistemas de eliminación de residuos sólidos
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Se estima que un 55% de la población de la cuenta con servicio de disposición 
final de sus residuos sólidos urbanos en rellenos sanitarios (BID 2010). Sin 
embargo, es probable que esta cifra esté sobrevalorada debido a que algunos 
municipios tienden a reportar vertederos controlados como si fueran rellenos 
sanitarios. Los vertederos --controlados y no controlados-- no siempre se 
sitúan en zonas apropiadas, y a menudo se encuentran en áreas sensibles como 
laderas, quebradas y orillas de ríos. Por otra parte, su operación no siempre 
adecuada genera problemas de emisión de gases y descargas de lixiviados 
que no se controlan debidamente, además de que se crean las condiciones 
propicias para la proliferación de vectores sanitarios (Díaz 2009). La falta 
de instrumentos y capacidades de planificación  municipal es uno de los 
principales obstáculos para afrontar el problema de los residuos. Tan solo el 
19,8% de los municipios de ALC cuenta con planes de manejo de residuos 
sólidos. Únicamente en Uruguay (73,9%), Argentina (74%), Perú (57,2%) y 
Chile (53,4%), el número de municipios con dichos planes supera el 50%. 
Igualmente se estima que solo el 2,2% de los residuos son recuperados y 
reciclados, aunque algunos países y ciudades han comenzado a dar un mayor 
impulso a estas prácticas (BID 2010, ONU-CEPAL 2012).

Los avances en el desarrollo de marcos 
jurídicos e institucionales todavía no han 
resultado en un desempeño ambiental efectivo

En términos de marcos jurídicos e institucionales, todos los países cuentan 
con un algún tipo de ley marco de carácter general (no sectorial) para 
la gestión del medio ambiente, y en muchos casos también existen leyes 
y normativas sectoriales específicas, incluso en materia de EIA, como se 
muestra en el cuadro 1. 

Cuadro 1. Proporción de países de ALC con legislación específica en temas ambientales prioritarios

Legislación Ley marco 
de gestión 
ambiental

Residuos 
urbanos

Agua Información 
pública

Forestal Áreas 
protegidas

Proporción de 
países

25/25 13/25 15/25 7/25 23/25 20/25

Legislación Atmósfera Biodiversidad Suelo Impacto 
ambiental

Recursos 
pesqueros

Ordenamiento 
territorial

Proporción de 
países

11/25 19/25 6/25 20/25 12/25 13/25

Fuente: Elaboración propia.
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No obstante lo anterior, varios diagnósticos y estudios sobre desempeño 
ambiental (Gómez, Triana y Enríquez 2006, INECE 2009, Bovarnick, 
Alpízar y Schnell 2010, Acerbi,Triana y Enríquez 2014, y Blackman et al. 
2014) destacan los siguientes desafíos y debilidades:   

Instituciones ambientales débiles. Dentro de las estructuras 
jerárquicas y presupuestarias, las instituciones ambientales son 
por lo general débiles en términos presupuestarios y equipamiento 
técnico, además de que adolecen de limitaciones para atraer 
personal técnico calificado y de punta. Esta situación, que se 
manifiesta en las instancias nacionales y centrales, se magnifica en 
los niveles locales (provincias y municipios).

Desarrollo limitado de capacidades ambientales en instituciones 
sectoriales. Si bien en los últimos años han surgido iniciativas 
ambientales en sectores productivos y de infraestructura como 
transporte, energía, agricultura, turismo y vivienda, entre otros, 
por lo general los elementos de coordinación intersectorial para la 
aplicación de la legislación ambiental continúan estando dispersos 
y aislados. A esto se añade que muchas políticas sectoriales son 
inconsistentes en relación con un mismo recurso (p. ej. el agua) o 
espacio territorial. 

Bajos niveles de inversión y gasto público en medio ambiente4. 
En diversos estudios se ha tratado de determinar cuáles son los 
niveles de gasto público destinados a proteger el medio ambiente 
y el capital natural (Eurostat 2005, OCDE 2007b), para lo cual se 
han empleado variadas metodologías, como el Sistema de Cuentas 
Ambientales Económicas de las Naciones Unidas (Comisión 
Europea et al. 2012, Oleas-Montalvo 2013). Los hallazgos de estos 
estudios muestran que la inversión y el gasto público en medio 
ambiente en ALC es inferior al 1% del PIB. Solo en Brasil, México y 
Costa Rica supera el 0,6% del PIB, lejos del promedio de la OCDE, 
cercano al 1% del PIB (BID 2012, Comisión Europea et al. 2012, 
ONU-CEPAL 2012, BID 2013a). Esta situación pone en evidencia 
la dificultad de contar con los recursos necesarios para hacer frente 
a los problemas y las amenazas ambientales que afectan a le región.  

Deficiencias en la realización de EIA y en los sistemas de permisos 
ambientales. Si bien la realización de procedimientos de EIA se ha 
generalizado en la mayoría de los países de ALC y existe una amplia 

4. El gasto público ambiental se define como aquellos gastos públicos en actividades destinadas directamente a 
la prevención, reducción y eliminación de la contaminación o cualquier otra degradación del medio ambiente 
que resulte de la actividad humana, así como en actividades de gestión de recursos naturales no destinadas a la 
explotación de los mismos ni a la producción.
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experiencia por parte de las administraciones competentes, las 
deficiencias y limitaciones todavía son evidentes (Triana y Enriquez 
2007, Acerbi et al. 2014). Resalta sobre todo la falta de capacidad 
institucional en el seguimiento de los proyectos, labor que muchas 
veces no se realiza después de que se ha expedido la licencia o 
permiso correspondiente (Astorga 2006). Todo ello ha afectado la 
credibilidad del proceso de EIA. La incorporación estratégica de los 
aspectos ambientales en el diseño de políticas, planes y programas 
todavía presenta importantes limitaciones y vacíos. En la mayor 
parte de los casos el concepto de evaluación ambiental estratégica 
queda insuficientemente desarrollada en el marco legislativo (CEPAL 
y MINAMBIENTE-Colombia 2009, OCDE 2007a, UICN-ORMA 
2007, VBRFMA 2007, CAF 2010, Utrilla 2011).

Incumplimiento de las leyes. Todas las debilidades anteriores 
generan una situación relativamente generalizada en la que las 
normas y disposiciones no se ejecutan a cabalidad y/o no se verifica 
su cumplimiento. En muchos casos, las empresas prefieren pagar 
multas que llevar a cabo los requisitos ambientales (Russell y 
Vaughan 2003, Akella y Cannon 2004). En este sentido, los sistemas 
de permisos se convierten en costos de transacción con poco valor 
agregado, tanto para las empresas como para la conservación del 
medio ambiente. 

Insuficiente aplicación de instrumentos económicos. La aplicación 
de instrumentos económicos y de mercado como parte de los 
instrumentos de gestión ambiental se ha dado en diferentes 
contextos en la región como por ejemplo la introducción de derechos 
de propiedad transables para la pesca o la implementación de 
impuestos por vertido. No obstante, la gestión todavía hace énfasis 
en sistemas administrativos y de comando y control, con base en 
instrumentos como permisos y multas. Estos por lo general se 
encuentran mal gestionados y han demostrado ser poco eficientes. 

Ausencia de información y de cuentas ambientales. Dado que 
en ALC existe una carencia notable de información ambiental 
sistematizada a nivel sectorial, el capital natural no aparece 
debidamente valorado en las cuentas nacionales, como tampoco 
en la política económica.  El mayor déficit de información tiene 
que ver con las condiciones oferta y demanda de bienes y servicios 
ecosistémicos, así como con sus funciones de producción ecológica 
en relación con su contribución económica. Esto es particularmente 
marcado en los sistemas acuáticos, costeros y marinos (Ferraro y 
Pattanayak 2006, Pullin y Knight 2009, Arroyo et al. 2010, ONU-
CEPAL 2012, Blackman et al. 2014).
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Participación muy limitada de sector privado en las iniciativas 
ambientales. No obstante que cada vez son más numerosas en ALC 
las empresas que adoptan prácticas ambientalmente saludables ante 
la existencia de incentivos financieros --sobre todo en lo que tiene 
que ver con iniciativas de reducción de la huella de carbono y de 
producción limpia--, existen grandes desafíos y brechas en relación 
con sus pares en Europa, Canadá y Estados Unidos. Considérese, 
por ejemplo, la certificación ISO 14001: a pesar de que pasó de 
711 en 2000 a 10.996 en 2013 (ISO 2015), ALC solo representa el 
3,6% del total de certificaciones en el mundo.

Vulnerabilidad ante riesgos de desastres. En ALC, los desastres 
originados en fenómenos naturales (p.ej. huracanes, sequías, 
inundaciones, terremotos) han demostrado en todos los casos 
que su severidad ha estado determinada fundamentalmente por 
condiciones de vulnerabilidad ambiental. Esto es especialmente 
cierto en lo que se refiere a la ocupación y uso del territorio, donde 
el impacto mayor es sobre todo en las poblaciones más pobres y 
desprotegidas, incluyendo pueblos indígenas, afrodescendientes 
y mujeres (Banco Mundial 2006, 2007, PNUMA 2010d, ONU-
CEPAL 2012).  

Necesidades de fortalecimiento de comunidades locales, grupos 
indígenas y afrodescendientes. Aunque se han logrado algunos 
avances en el fortalecimiento del papel de las comunidades 
locales en la gestión ambiental, estos esquemas son incipientes y 
fragmentados (Pacheco et al. 2008, Bowler et al. 2011). 

En resumen, los desafíos ambientales de la región, aunados a los vacíos de 
gobernanza e institucionalidad, son una muestra clara de que, en materia 
de política pública y económica, las inversiones dirigidas a la conservación 
del capital natural no son prioritarias. Esto se debe en parte a que los temas 
ambientales, salvo por aquellos atinentes al cambio climático, todavía se 
perciben como un costo adicional para los emprendimientos económicos 
generadores de empleo. Lo anterior sucede sobre todo en un contexto de 
gasto público en el cual las prioridades se establecen en un marco de ciclos 
políticos cortos que no se correlacionan con la naturaleza de las inversiones 
ambientales, las cuales requieren una visión estratégica que se materializa en 
el largo plazo. En la siguiente sección se ofrece evidencia empírica que indica 
que, independientemente de su nivel de ingreso económico, los países pueden 
y deben desarrollar instrumentos de gestión y gobernanza apropiados, tanto 
en el ámbito público como en el privado. Estos deberán apuntar a valorizar 
la contribución del capital natural y de un ambiente más limpio, justamente 
como base para lograr un mayor y mejor crecimiento económico. 
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Bosque brumoso
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El crecimiento económico y la protección del 
medio ambiente no son excluyentes

La protección del medio ambiente y la conservación del capital natural no 
tienen por qué limitar la competitividad de las empresas y/o el crecimiento 
económico de los países. Sin embargo, en America Latina y el Caribe, 
algunos funcionarios responsables de la formulación de políticas y ciertos 
segmentos de la sociedad siguen convencidos de que las regulaciones 
ambientales imponen costos significativos, frenan el crecimiento de la 
productividad, y por lo tanto traban la capacidad de las empresas para 
competir en mercados internacionales. Esta posición se refuerza con una 
interpretación literal de la curva de Kuznets ambiental (CKA o la Curva), 
popularizada en la década de los años noventa por varios economistas. 
Estos señalan que la degradación ambiental se relaciona con la renta per 
cápita de los países siguiendo un patrón en forma de U invertida. Según esta 
curva, inicialmente la degradación ambiental aumentaría con el desarrollo 
económico,  pero a partir de un determinado nivel de renta per cápita el 
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incremento de este último supondría una mejoría de la calidad ambiental 
(Grossman y Krueger 1995). La interpretación común es que los países que 
se ubican en un primer segmento de la Curva estarían más interesados en 
generar trabajo e ingresos que en tener un medio ambiente limpio, lo cual 
conduce a que algunos responsables por la toma de decisiones adopten la 
postura de que primero hay que crecer y después descontaminar.  

Contrario al planteamiento inicial, en sus investigaciones sobre comercio, 
crecimiento y medio ambiente en las que emplean un modelo de equilibrio 
general simplificado, Copeland y Taylor (2004), entre otros,  concluyen que 
hay una amplia evidencia que confirma que el crecimiento de los niveles 
de ingreso de los países afecta en forma positiva la calidad y el desempeño 
ambiental. Al mismo tiempo, sin embargo, su extensa reseña teórica y 
empírica sobre la CKA los lleva a manifestar escepticismo sobre una relación 
simple y predecible entre contaminación e ingreso per cápita. El estudio 
de Dasgupta et al. (2002) y el trabajo de Stern, Common y Barbier (1996) 
arrojan conclusiones parecidas. Estas revelan problemas fundamentales con 
la hipótesis de la Curva de Kuznets, sobre todo en lo que tiene que ver con el 
supuesto de que no existe retroalimentación entre la calidad ambiental y las 
posibilidades productivas, y de que el comercio internacional tiene un efecto 
neutro sobre el medio ambiente. Efectivamente, Stern (2004) encuentra que la 
Curva se basa en un fundamento estadístico poco robusto y que algunos países 
en desarrollo han tenido éxito en adoptar estándares ambientales propios de 
los países desarrollados, al tiempo que exhiben un desempeño económico alto. 
Por su parte, Panayotou (1997) argumenta que existen formas inteligentes de 
crecer económicamente, achatando la curvatura de la Curva y reduciendo el 
costo de la degradación ambiental, para lo cual se requieren instituciones y 
políticas efectivas. Asimismo, en un estudio sobre la CKA en el que utilizan 
variables instrumentales, Lin y Liscow (2012) concluyen que las instituciones 
políticas tienen un efecto significativo sobre la degradación ambiental, y por 
consiguiente sobre la forma que toma la curva. En consonancia con esta 
evidencia empírica, en el estudio “Mejor crecimiento, mejor clima” elaborado 
por The New Climate Economy (2014), se concluye que los países en todos los 
niveles de ingreso tienen ahora la oportunidad de poner en marcha esquemas 
de crecimiento económico de largo plazo, al tiempo que reducen los riesgos 
del cambio climático y la degradación ambiental. 

Desde el punto de vista de la competitividad empresarial, Margolis y Walsh 
(2003) evaluaron 109 estudios cuantitativos publicados entre 1972 y 2002. 
Estos autores encontraron que 54 de ellos revelaban una relación positiva 
significativa entre responsabilidad ambiental y competitividad, y siete una 
relación negativa, mientras que en los demás no se pudo hacer una calificación 
categórica. Igualmente, en un estudio sobre el impacto de las regulaciones 
ambientales en la competitividad del sector manufacturero de los Estados 
Unidos, a través de una reseña exhaustiva de casos de evidencia empírica, 
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Jaffe et al. (1995) encontraron que las regulaciones ambientales pueden ser no 
solamente beneficiosas en términos de su impacto, sino que también pueden 
tener un efecto positivo sobre la posición competitiva de las industrias. En ese 
estudio no se encuentra evidencia de que las regulaciones ambientales y los 
costos asociados con medidas de descontaminación hayan tenido un efecto 
adverso en sus niveles de competitividad. Sin embargo, los autores indican 
que se requiere implementar instrumentos económicos y políticos flexibles 
y efectivos en función de los costos para que esto suceda. En el contexto de 
China,  Managi y Kaneco (2009) llegan a conclusiones parecidas.

En un estudio similar sobre evidencia empírica de los efectos de la regulación 
ambiental en el crecimiento de la productividad en Europa, Albrizio, 
Koźluk y Zipperer (2014) también concluyen que la ejecución de políticas 
ambientales estrictas no ha afectado negativamente el crecimiento productivo 
de los factores. Los autores resaltan, entre otros aspectos, el hecho de que las 
actividades económicas de las empresas se pueden beneficiar de las mejoras 
en el estado del medio ambiente originadas en la regulación. Por ejemplo, 
en dicho estudio se indica que las industrias que usan agua como insumo 
se benefician de procesos de producción limpia, reduciendo así los recursos 
utilizados para su purificación. En el mismo sentido, los empleados de las 
empresas son más productivos una vez que se reducen la contaminación 
atmosférica y sus efectos en la salud. En el ámbito macroeconómico, el estudio 
muestra que inicialmente las regulaciones ambientales llevan a un descenso de 
productividad pero en años subsiguientes se evidencia un impulso positivo en 
la misma. En términos de la productividad laboral, para los Estados Unidos se 
encuentra que los estándares de la calidad del aire tienen un efecto importante 
en la productividad y que la protección ambiental, en lugar de ser vista como 
un impuesto sobre productores, puede considerarse como una inversión en 
el capital humano y como una herramienta para promover el crecimiento 
económico (Berman y Bui 2001, Graff Zivin y Neidell 2012).

En un trabajo que cambia el paradigma de tener que decidir (trade-off) entre 
medio ambiente o la competitividad, Porter y Linde, Porter y Linde (1995) 
revelan, a través de cientos de estudios de caso, que las empresas internacionales 
competitivas no son aquellas que producen con los insumos más baratos o en 
escalas mayores, sino aquellas dotadas de la capacidad de innovar y mejorar 
continuamente. Según los autores, la existencia de estándares ambientales 
bien diseñados puede permitir este tipo de desarrollo innovador. Igualmente 
arguyen que son los empresarios visionarios e innovadores los que han 
llegado a apreciar el hecho de que las regulaciones establecidas con criterios 
de efectividad y eficiencia los hacen más competitivos en los mercados 
globales. Para la Unión Europea, Testa, Iraldo y Frey (2011) confirman que 
la regulación ambiental favorece la inversión en tecnologías avanzadas y el 
desempeño económico de las empresas. 
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La importancia de asignarle valor real a los 
activos ambientales

Más allá de las manifestaciones de mercado, y de la forma cómo se revelan 
los precios de los bienes y servicios sobre los que se toman decisiones de 
producción y consumo, es importante reconocer que el valor económico 
real del medio ambiente y la biodiversidad tiene varias dimensiones. Según 
Pearce (1993), el valor económico total se suele dividir en valor de uso y 
valor pasivo (no uso). 

El valor de uso está asociado a bienes privados o cuasi privados para los 
cuales existen normalmente precios de mercado. Los valores de uso se 
suelen dividir en: (i) uso directo, asociado a los beneficios directos (p.ej., la 
extracción de madera o alimentos); (ii) uso indirecto, que puede aproximarse 
por servicios públicos que no se reflejan en el mercado (p. ej. los servicios de 
regulación que puede proveer un bosque como son el control de la erosión 
o la protección de fuentes de agua; y (iii) valor de opción, que se puede 
aproximar por la disposición a pagar por la posibilidad de asegurar un uso 
futuro (p.ej. el valor que puede tener el material genético de una especie 
para uso farmacéutico). 

El valor pasivo refleja la satisfacción (disposición a pagar) por un bien, por 
el solo hecho de saber de su existencia. Los valores pasivos suponen un 
reto importante a la hora de ser cuantificados, dado que están relacionados 
con motivaciones morales, religiosas o estéticas. Generalmente los valores 
pasivos se caracterizan como valores de existencia (mantener la existencia 
de un bien), valores altruistas (el bien debería estar disponible para todos en 
la misma generación) y valores de legado (el bien debería estar disponible 
para las generaciones futuras). Un desempeño ambiental adecuado requiere 
que las sociedades, los responsables por las decisiones de política y las 
empresas reconozcan e internalicen estos valores. En las siguientes secciones 
se ilustran condiciones y contextos para incorporar o internalizar estos 
valores como parte de la gestión ambiental.  

Una buena gobernanza ambiental es un 
requisito de sostenibilidad

La calidad de la gobernanza ambiental, basada en la aplicación de normas 
e instrumentos de gestión eficaces y eficientes, es crítica cuando se trata de 
lograr las condiciones necesarias para mejorar el desempeño ambiental y 
alcanzar metas de sostenibilidad.
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Según el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente 
(PNUMA 2012), la gobernanza ambiental requiere de un buen 
funcionamiento e interrelación de los siguientes componentes: (i) marco 
institucional en sus distintos niveles; (ii) marco regulatorio en sus aspectos 
normativos y de políticas; (iii) instrumentos de gestión que hacen operativa 
la acción institucional y la aplicación del marco de políticas y jurídico; (iv) 
financiamiento y disponibilidad de recursos suficientes que permitan contar 
con los medios necesarios para la gestión; (v) sistemas de información 
y acceso a los mismos; (vi) fiscalización y rendición de cuentas; y (vii) 
mecanismos de participación y concertación que incorporen a la sociedad 
civil, y mecanismos de acción colectiva. 

Tras analizar el desempeño ambiental para más de cincuenta países, Esty 
y Porter (2005) concluyen que el desempeño ambiental está directamente 
relacionado con el desarrollo del régimen regulatorio, la capacidad 
institucional y el contexto económico y social en el que operan. Del mismo 
modo, en varios estudios se concluye que para que una gestión ambiental 
sea efectiva en términos de desempeño, se requiere de una estructura y 
articulación institucional que sea armónica y equilibrada, tenga suficiente 
presencia sectorial y local, y esté dotada de capacidades sólidas de regulación 
y planificación (Larson et al. 2006, Mahon, Fannon y McConney 2011, 
Mazur 2011, Wever et al. 2012, Castro et al. 2015). 

Por otro lado, Margulis y Vetleseter (1999) y Burtraw (2013) identifican la 
necesidad de transferir capacidades y tecnología a los niveles subnacionales 
como base del éxito. Sin embargo en un análisis en 90 países en desarrollo, 
Fredriksson, Mani y Wollscheid (2006) encuentran que las estructuras 
institucionales descentralizadas parecerían conducir a una aplicación menos 
estricta y más débil de la política ambiental, y más susceptible a las presiones 
externas. En últimas, independientemente de la estructura de gestión –sea 
centralizada o descentralizada—, en todos los casos el fortalecimiento de 
capacidades y competencias es una necesidad básica.

Frente a las fallas de mercado, formular los 
incentivos correctos

La degradación del medio ambiente y del capital natural tiene sus raíces en 
fallas de mercado respecto a la asignación de los recursos. Es indispensable 
que las políticas ambientales y sectoriales establezcan señales e incentivos 
correctos para corregir estas fallas. 

Sterner (2003) señala que son varios los motivos para que los modelos de 
desarrollo económico conduzcan al deterioro cada vez mayor de la calidad 
ambiental y a la pérdida de bienestar social como resultado de fallas de 
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mercado: (i) la existencia de externalidades negativas como son los daños a la 
salud originados en la contaminación generada por actividades productivas; 
(ii) la naturaleza de bien público que tienen los activos ambientales como 
son los servicios ecosistémicos; y (iii) la ausencia de derechos de propiedad 
claros sobre bienes comunales como son los recursos pesqueros o el agua. 
Ello requiere de instrumentos de política pública que corrijan dichas fallas 
de mercado e internalicen sus costos y beneficios en las decisiones de 
producción y consumo. 

Existe una vasta literatura económica sobre este tema, y en la práctica 
los países han aplicado una gama de instrumentos para corregir fallas 
de mercado, entre ellos medidas de comando y control, instrumentos 
económicos de mercado e instrumentos voluntarios y flexibles (Blackman y 
Rivera 2011, Coria y Sterner 2011). En general, la literatura es contundente 
en demostrar que la sola aplicación de esquemas de comando y control 
impone costos innecesarios y puede llevar a soluciones poco eficientes desde 
el punto de vista social y económico. Dentro de un marco de gobernanza 
eficaz, los instrumentos económicos y de mercado, así como la aplicación 
idónea de incentivos correctos, permiten alcanzar metas de calidad en forma 
más flexible y a menor costo (Tietenberg 1990, Russell y Vaughan 2003). 

En este contexto, Goulder y Parry (2008) hacen una reseña acerca de los 
diferentes instrumentos económicos de gestión ambiental y llegan a las siguientes 
conclusiones: (i) no existe un instrumento de gestión ambiental que sea superior 
a otros cuando se consideran todas las dimensiones y contextos pertinentes;  
(ii) existen ventajas y desventajas (trade-offs) importantes a la hora de 
considerar diferentes instrumentos, con implicaciones de distribución equitativa 
y de factibilidad política; (iii) dependiendo del contexto, es recomendable 
diseñar instrumentos híbridos en los que se combinen características de varios 
instrumentos; (iv) más de una falla de mercado puede estar en el origen de 
muchos de los problemas ambientales, lo cual justifica el uso de más de un 
instrumento; y (v) es importante considerar las posibles interacciones y efectos 
contraproducentes que se producen entre diferentes instrumentos de gestión 
ambiental cuando son implementados sin que exista la adecuada coordinación 
interinstitucional. Por otro lado, es necesario reconocer que estos instrumentos 
económicos no son necesariamente una panacea, y que su aplicación efectiva 
depende del contexto específico en el que se aplican y de su relación con los 
mecanismos de gobernanza vigentes, en especial a la capacidad de monitoreo y 
fiscalización (Tietenberg 1990, Stavins 2001, Goulder 2013). 

Se han registrado casos exitosos de aplicación de instrumentos económicos, 
como por ejemplo: (i) impuestos y cánones por emisiones en Holanda, España, 
Portugal, Reino Unido y Finlandia, donde la introducción de impuestos en 
el registro de vehículos según su capacidad de emisiones ha fomentado la 
compra de automóviles menos contaminantes (Potter y Parkhurst 2005); 
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(ii) impuestos por descargas de aguas residuales que Colombia implementa 
con ciertos resultados positivos, demostrando que se puede incentivar a las 
autoridades para que mejoren sus controles y para que las empresas manejen 
sus vertidos (Blackman 2009, INECE 2009); (iii) incentivos crediticios en 
Finlandia, Japón y Francia que fomentan la adopción de tecnologías limpias 
(OCDE 2009), o subsidios dirigidos que promueven la adopción de prácticas 
de conservación en el sector agrícola de la Unión Europea (Laukkanen y 
Nauges 2014); y (iv) derechos transables y permisos negociables aplicados 
con éxito para reducir la contaminación atmosférica, tal como el programa 
RECLAIM (Regional Clean Air Incentives Market) en los Estados Unidos,  
el cual permite a las empresas cumplir con los estándares de calidad  del 
aire y límites de emisión (Goulder 2013). En el caso de ALC, la realización 
de campañas de información pública sobre contaminación atmosférica han 
probado ser positivas en términos de complementar medidas públicas de 
restricción vehicular y reducir la exposición de la gente en los periodos 
ambientalmente críticos (Mullins y Bharadwaj 2014).

En los países de ALC, el uso de instrumentos de mercado para el control de la 
contaminación y el manejo de los recursos naturales es todavía limitado. Sin 
embargo, en los últimos años se ha popularizado el concepto de pagos por 
servicios ambientales (PSA) como mecanismo para reforzar las políticas de 
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conservación de la biodiversidad, sobre todo en el tema del agua (protección 
de fuentes en ecosistemas de importancia hidrológica), aunque también en la 
preservación de bosques y la conservación de la biodiversidad (Balvanera et 
al. 2012). En general, los resultados obtenidos con la ejecución de esquemas 
de PSA han sido mixtos (Pattanayak, Wunder y Ferraro et al. 2010). Entre 
los casos que se reportan como exitosos se encuentra el uso de PSA en: (i) 
el Reino Unido y Australia, lo cual ha permitido frenar actividades mineras 
en favor de la creación de áreas protegidas (TEEB 2010); (ii) Vietnam, 
China y Japón, para evitar la destrucción de bosques promoviendo el 
mantenimiento de cuencas y del paisaje tradicional (Hayashi y Nishimiya  
2010, Adhikari y Boag 2013, Zheng et al. 2013); y (iii) Nicaragua, México 
y Perú, para proteger zonas forestales de recarga hídrica (Pagiola et al. 
2007, Muñoz-Piña et al. 2008). Asimismo, en diversos estudios se indica 
que algunos esquemas de PSA han podido contribuir al empoderamiento de 
comunidades y organizaciones locales, y al fortalecimiento institucional. Tal 
es el caso del Programa de Incentivos para la Conservación Socio Bosque 
de Ecuador, el Programa CONAFOR en México y el Programa FONAFIFO 
en Costa Rica (Larson et al. 2006, Corbera, Kosoy y Tuna 2007, Asquith, 
Vargas y Wunder 2008, de Koning et al. 2011, Constantino et al. 2012, 
Kothari, Camill y Brown. 2013, Bremer et al. 2014).  

Según un estudio de Tacconi, Mahanty y Suich (2013) sobre nueve países, 
en aquellos casos en que los PSA no han sido exitosos, surgen  como 
causas principales las  deficiencias de gestión financiera y los conflictos 
en la asignación y el reparto de beneficios, entre otros. Existe la opinión 
generalizada de que una gobernanza insuficiente —sobre todo la ausencia de 
marcos regulatorios y jurídicos—, un desarrollo institucional débil y la falta 
de información de valoración de los servicios ambientales comprometen el 
éxito de la implementación de mecanismos de PSA. Esto debido a problemas 
como la búsqueda de rentas, los desequilibrios en materia de poder de 
negociación de compradores y vendedores, los costos de intermediación, 
la volatilidad de los pagos, los costos de oportunidad o los problemas de 
verificación y seguimiento, la distribución de derechos de propiedad, y 
la ausencia de auditorías acreditadas, entre otros (Clements et al. 2010, 
Kronenberg y Hubacek 2013, Mahanty, Suich y Tacconi 2013).  

Fortalecer los derechos de propiedad y la 
seguridad jurídica

La claridad sobre los derechos de propiedad y la seguridad jurídica en 
materia de tenencia de tierra pueden contribuir a mejorar el manejo de los 
recursos naturales y la biodiversidad, siempre y cuando vayan acompañados 
de medidas complementarias de gestión e incentivos correctos.
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En varios estudios sobre los problemas de la deforestación y la 
sobreexplotación de recursos pesqueros en ALC se ha hecho énfasis en la 
ausencia de derechos de propiedad y de seguridad de la tenencia como una 
de las causas principales de esta situación (Castilla y Defeo 2001, Larson et 
al. 2006, Pacheco et al. 2008, Blackman et al. 2014, Locatelli et al. 2014). 
Allí se destaca la premisa de que la existencia de derechos de propiedad y 
seguridad en la tenencia promueven un mejor uso productivo y sostenible 
de los recursos, además de que favorecen la realización de inversiones de 
largo plazo para mejorar el estado y el valor de la tierra (Kaimowitz 1996, 
Triana, Ahmed y Awe 2007, Barbier et al. 2011). Asimismo, existe evidencia 
de que el reconocimiento jurídico de la tenencia de la tierra genera mayores 
oportunidades de acceso a diversas fuentes de financiamiento, como los 
programas de Reducción de Emisiones por Deforestación y Degradación de 
Bosques (REDD+), PSA e incentivos para la conservación (Bruce, Wendland 
y Naughton-Treves 2010). La evidencia empírica muestra casos que parecen 
confirmar esta aseveración, como por ejemplo el “Programa de titulación 
de tierras en Perú” (Aldana y Fort 2001, Antle et al. 2003, Torero y Field 
2005). Asimismo, hay casos relativos a la pesca artesanal en los cuales,  
a partir de medidas de regulación de derechos de acceso al recurso o a 
través de la aplicación de Derechos de Uso Territorial en la Pesca (TURF 
por su siglas en inglés), se ha logrado recuperar las pesquerías y controlar 
las actividades ilegales. Esto mediante el establecimiento de cuotas y vedas, 
entre otras medidas ejecutadas con los pescadores artesanales (Castilla y 
Defeo 2001, Pomeroy, Katon y Harkes 2001, Grafton et al. 2006, Wilen, 
Cancino y Uchida 2012, Orensanz y Seijo 2013). 

No obstante lo anterior, los derechos de propiedad por sí mismos no 
garantizan la conservación de los recursos naturales y del capital natural. 
Por ejemplo, Liscow (2013) en un estudio cuasi experimental con un enfoque 
de variables instrumentales realizado en Nicaragua sobre la relación entre 
derechos de propiedad y deforestación, encuentra que los primeros han 
generado mayores tasas de deforestación al incrementar la productividad 
y los retornos a la agricultura. En el mismo sentido, en una reseña de 131 
casos sobre resultados en manejo de bosques bajo distintas condiciones de 
tenencia de la tierra (56 de ellos en países de Centroamérica y Sudamérica), 
Robinson, Holland y Naughton-Treves (2011) determinan que a pesar de 
que la seguridad en la tenencia de la tierra es importante para una mejor 
gestión forestal, esta no garantiza la conservación de los bosques. Por lo 
tanto, al igual que con cualquier otro instrumento de gestión, la tenencia 
segura y el título de propiedad por sí solos no pueden considerarse una 
panacea universal; deben ir acompañados de mecanismos complementarios 
efectivos, instituciones sólidas e instrumentos económicos que eliminen las 
características de acceso abierto a los recursos para armonizar los intereses 
individuales con el interés público. Por otro lado, en el caso de los pueblos 
indígenas el reconocimiento de las diversas formas de tenencia ancestral de 
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la tierra pareciera contrastar con los efectos de la privatización de la misma,  
que rompe no solo las estructuras y derechos colectivos de estos pueblos 
sino que además propicia la fragmentación y cambio de uso del suelo (Plant 
y Hvalkof 2001, Appendini y Torres 2008, OVE 2014). 

El instrumento de gestión más utilizado para la conservación de la 
biodiversidad en ALC ha sido la creación de áreas protegidas. Diversos 
estudios presentan evidencia de que su establecimiento puede contribuir a 
reducir la deforestación en sus zonas de influencia directa e indirecta (Joppa 
y Pfaff 2010,  Andam et al. 2008, Nelson y Chomitz 2011, Blackman 2013). 

Si bien las áreas protegidas establecidas con anterioridad a 1990 parecen 
haber arrojado resultados relativamente eficaces en términos de mitigar 
procesos de deforestación, en algunos estudios se sugiere que ofrecer la 
gestión a las comunidades indígenas podría ser más eficaz para luchar contra 
la deforestación (Miranda et al. 2014).  Igualmente, Nelson y Chomitz 
(2011) encuentran que en ALC la incidencia de incendios (utilizado como 
un indicador de deforestación) se ha reducido entre 3 y 4 % en las áreas 
de protección integral donde se ha prohibido toda actividad extractiva, 
entre 5 y  6% en las áreas de protección multiuso, y entre 16 y 17% en las 
áreas protegidas ubicadas en zonas indígenas. No obstante, en general las 
áreas protegidas no cuentan con una gestión adecuada y los indicadores 
de biodiversidad y calidad de los ecosistemas están en franco deterioro, 
lo cual sugiere que es necesario formular una visión más integral sobre la 
gobernanza y la gestión de la biodiversidad (DeFries et al. 2005, Dourojeanni 
y Quiroga 2006, Bovarnick, Alpízar y Schnell 2010, Leverington et al. 2010, 
UICN y Biodiversity Indicators Partnership 2010).

En conclusión, el éxito de la utilización de instrumentos económicos 
específicos, así como de políticas de derechos de propiedad, tenencia de 
tierra y acceso a recursos, dependerá de la existencia de: (i) instituciones 
locales y nacionales fuertes con la capacidad de hacer cumplir  las normas 
y los límites de los territorios, y de hacer respetar derechos establecidos; (ii) 
marcos jurídicos transparentes; y (iii) políticas que fomenten y fortalezcan 
la gestión comunitaria (Larson et al. 2008, Bruce, Wendland y Naughton-
Treves 2010, Cronkleton, Bray y Medina 2011, Robinson, Holland y 
Naughton-Treves 2011, Pacheco 2012).
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Evaluaciones de Impacto Ambiental: herramienta 
clave de gestión y toma de decisiones 

Los sistemas de Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) son instrumentos 
clave de gestión, además de que son necesarios para garantizar procesos 
transparentes de toma de decisiones de inversión. Sin embargo, su aplicación 
efectiva requiere evitar prácticas que los conviertan en un instrumento 
costoso de licenciamiento.

Después de analizar los procedimientos de EIA adoptados por 22 países 
de ALC, Acerbi et al. (2014) encontraron que, en general, la utilización 
de este instrumento es deficiente y que se ha convertido en un “sustituto 
de facto” de las normas de conservación de la biodiversidad, del control 
de la contaminación y de la planificación del uso del suelo. Es así como 
se prioriza un enfoque centrado en la gestión de los impactos negativos, 
dejando en un segundo plano el fortalecimiento de los procesos de toma de 
decisiones. Triana y Enríquez (2007) llegan a conclusiones parecidas en su 
trabajo. Estos autores encuentran que en la región la efectividad de las EIA 
aún no ha alcanzado los niveles de los países desarrollados, en función de 
los parámetros que recomienda la Asociación Internacional de Evaluación 
de Impacto (IAIA, por su sigla en inglés). En parte, esta situación se agrava 
por la escasa importancia que se concede a los procesos de participación 
pública, a la poca  coordinación interinstitucional, y a la ausencia de una 
evaluación real de alternativas para alcanzar la solución que mejor se ajuste 
a las exigencias ambientales (Ahmed 2012).

En cambio, en una reseña efectuada por la Comisión Europea (2009a) sobre 
la utilización del mismo instrumento en los países de la Unión Europea 
durante casi tres décadas se identifican los diversos factores que han sido 
fundamentales para el éxito de su aplicación. Sobresalen los siguientes: 
(i) fijación de umbrales correctos y acertados; (ii) uso de procedimientos 
simplificados y elaboración de criterios de clasificación; (iii) adopción de 
regulación contra la fragmentación de proyectos; (iv) mejora del apoyo 
técnico institucional para la aplicación de los procedimientos y  publicación 
de casos prácticos y guías; (v) utilización de EIA como base para el diálogo 
abierto sobre preocupaciones comunes; y (vi) fortalecimiento de las acciones 
de monitoreo y seguimiento de las medidas propuestas, lo que contribuye a 
mejorar predicciones para el futuro.
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Disponibilidad de información confiable: otro 
instrumento esencial para la buena gestión

Uno de los condicionantes principales de la buena gestión ambiental, 
y de uso y asignación correctos del capital natural, es que se disponga 
de información sólida y suficiente. Esto para que los responsables de la 
formulación y ejecución de políticas, las empresas y la sociedad en general 
adopten medidas de gestión adecuadas.

A diferencia de lo que ocurre en las áreas económica y social, la información 
ambiental y sobre el capital natural en ALC es dispersa. Esto impide llevar a 
cabo un monitoreo sistemático sobre las condiciones de calidad y cantidad 
de recursos, y aplicar efectivamente instrumentos regulatorios y económicos 
que requieren de esta información (Awe et al. 2015). En algunos estudios se 
ha identificado la falta de información ambiental como uno de los factores 
que generan situaciones de sobreexplotación de los recursos —especialmente 
pesqueros y forestales—, y de la biodiversidad en general (Swan y Gréboval 
2004, Arroyo et al. 2010, Miloslavich et al. 2011, FAO 2012, ONU-CEPAL 
2012); lo mismo en lo que se refiere a las falencias en la planificación de 
los territorios (Chomitz et al. 2006). Por su parte, la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE 2006) ha señalado que 
las inversiones realizadas en redes de monitoreo y sistemas de información 
han sido fundamentales para el fortalecimiento de la gestión ambiental en 
países en desarrollo. 

Mecanismos efectivos de monitoreo y fiscalización

La credibilidad y el éxito de un sistema nacional de gestión ambiental 
exige la aplicación efectiva de mecanismos de monitoreo y fiscalización. La 
evidencia empírica muestra que los países que tienen un buen desempeño 
ambiental son también aquellos que ejercen su capacidad de monitorear 
y sancionar infracciones acordes al daño ambiental (INECE 2009, OCDE 
2009).  Por ejemplo, Shimshack y Ward (2008) señalan que la imposición de 
sanciones económicas es efectiva no solamente en reducir las infracciones de 
las firmas afectadas; también se ha comprobado que estas sanciones puedan 
influir—indirectamente— en un mejor desempeño ambiental en otras firmas, 
aunque estas no hayan sido multadas. Estos autores señalan igualmente que 
la aleatoriedad de las inspecciones tiene efectos positivos en los resultados 
del comportamiento ambiental, y concluyen que un sistema óptimo de 
inspección y sanción mejora notablemente el desempeño ambiental de las 
empresas con un bajo costo de inversión. En el mismo sentido se pronuncian 
Escobar y Chávez (2013), Dasgupta y Wheeler (1998), y Dasgupta, Hettige 
y Wheeler (2000), quienes añaden que las instalaciones inspeccionadas 
tienen mejor comportamiento ambiental que las no inspeccionadas. 
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La incorporación a la legislación penal de los delitos ambientales es cada 
vez más común en los países como soporte para mejorar el acatamiento de 
la normatividad ambiental en los casos más graves. En los Estados Unidos 
esto ocurre de manera generalizada, por lo cual hay quienes cuestionan 
el costo excesivo que imponen los procesos legales. Es por ello que existe 
la necesidad que se produzca un equilibrio entre aquellas políticas que 
requieren cierto grado de comando y control, y los instrumentos económicos 
e incentivos apropiados (Almer y Goeschl 2010, Oposa Jr. 1998).

Por qué son importantes la consulta y la 
participación social

El requisito de que los actores y todas las partes afectadas e interesadas 
estén bien informados y sean debidamente consultados es una buena 
práctica ya consolidada y probada. En general, los procesos participativos 
de las comunidades permiten que los proyectos tengan la debida aceptación 
y apoyo, lo cual a su vez redunda en el logro de mejores resultados de 
ejecución (Seymour, Maurer y Quiroga 2005). La participación social 
con base en un sistema idóneo de información ofrece por lo general 
buenos resultados en la gestión ambiental, como es el caso de procurar la 
colaboración ciudadana en la reducción de emisiones a la atmósfera. Un 
ejemplo de ello es la política adoptada en Santiago de Chile de comunicar 
a la población las previsiones de corto plazo que se tienen en relación con 
episodios críticos de contaminación ambiental, con lo cual se ha conseguido 
reducir en un 20% las concentraciones de material particulado el día en que 
se producen las condiciones críticas (Mullins y Bharadwaj 2014). 

Los esquemas de comanejo5 de áreas protegidas en Centroamérica son 
también muestra de la participación activa de la población local, que bajo 
ciertas condiciones puede resultar exitosa. Esto ocurre sobre todo cuando se 
cuenta con el respaldo institucional y económico adecuados, como sucede 
en los casos de la Reserva de la Biosfera Maya (Guatemala) o del Parque 
Nacional El Imposible (El Salvador). Sin embargo, los estudios de Blackman 
et al. (2014) y Bowler et al. (2011) indican que no se ha podido demostrar 
que el esquema de comanejo ofrezca claras ventajas frente a otros sistemas 
de gestión. En general, se requiere que estos esquemas funcionen bajo un 
sistema integral de gobernanza y coordinación institucional, con reglas 
claras sobre su gestión financiera y operativa (PROARCA, CAPAS y USAID 
1999, Constantino et al. 2012). 
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5. El comanejo es un esquema de gestión en el que dos o más actores sociales (públicos y/o privados) negocian, 
y acuerdan  entre ellos una distribución justa de sus funciones, derechos y responsabilidades respecto a la 
administración de un territorio o recurso natural.
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Este tipo de modelos participativos son frecuentemente usados en España 
en los parques nacionales, y en general en áreas protegidas potencialmente 
conflictivas, donde se establecen órganos colegiados consultivos y de 
rendición de cuentas bajo la denominación de Patronatos o Juntas 
Rectoras (EUROPARC-España 2010). Asimismo, en diversos estudios 
se ha confirmado la eficacia que tiene la incorporación de la población 
en los procesos de vigilancia y cumplimiento de las normas ambientales 
(INECE 2009). Como ejemplo de ello se cita la formación y utilización 
de voluntarios en la vigilancia de actividades forestales y de caza y pesca 
en Estonia (Casey-Lefkowitz et al. 1996), o en Filipinas la formación e 
incorporación de voluntarios de las comunidades de pescadores para la 
vigilancia  (GTZ 2003). 

En este contexto, la evidencia muestra también que las mujeres pueden 
desempeñar un papel activo en la gestión ambiental, sobre todo en las áreas 
rurales. Esto se debe a la naturaleza única de su interacción con el medio 
ambiente y a su acceso al capital natural del que dependen sus comunidades, a 
pesar de que en gran medida todavía están ausentes de la toma de decisiones 
y de los procesos políticos (Shanley, Da Silva y MacDonald 2011, Matthews 
et al. 2012, FMAM 2013, Harper et al. 2013).  El caso de un proyecto 
de manejo pesquero en Senegal es ilustrativo. Allí se logró consolidar la 
formación de un grupo de 200 mujeres procesadoras de pescado, quienes 
exigen la compra de pescado siguiendo normas de tamaño y veda entre 
otros, lo que obliga a los pescadores a mejorar sus prácticas de pesca para 
poder comercializar su producción (Centro de Recursos Costeros 2014).

La evidencia en ALC muestra que las mujeres desempeñan una función 
crucial en el suministro, gestión y protección de las aguas para poder 
garantizar el abastecimiento y el cuidado familiar. Lo mismo en lo que se 
refiere al cuidado de los bosques y a la administración del capital natural en 
sus comunidades (ONU-CEPAL 2012). 

Transversalidad, multisectorialidad y 
participación competitiva del sector privado 

Las inversiones en infraestructura y desarrollo productivo son necesarias 
para crecer económicamente, pero pueden ser mejores y de mayor impacto 
para la sociedad si se aprovechan y potencian los beneficios y el valor 
agregado que ofrecen el medio ambiente y el capital natural.   

La premisa de transversalidad y multisectorialidad asociada al concepto de 
sostenibilidad ambiental se reconoce y refleja en las visiones estratégicas y 
operativas de organismos de financiamiento y cooperación internacional 
como el BID, el Banco Mundial, la Organización para la Cooperación y el 
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Desarrollo Económicos (OCDE), el Banco Asiático de Desarrollo (ADB), y 
el Fondo para el Medio Ambiente Mundial (FMAM/GEF), entre otros. 

Seymour, Maurer y Quiroga (2005), Dalal-Clayton (2009), la Comisión 
Europea (2009b), y Research and Resources for Development (2008), 
entre otros, analizan casos y proponen guías para integrar efectivamente 
la sostenibilidad ambiental y el capital natural dentro de las metas y 
actividades de desarrollo que se ejecutan en diversos sectores productivos 
y de industria. Esta integración requiere por lo general la realización de 
Evaluaciones Ambientales Estratégicas (EAE) en los estadios más tempranos 
de la planificación de las inversiones y políticas públicas. Específicamente, 
el concepto de transversalidad (o mainstreaming) ambiental reconoce 
reconoce que: (i) el medio ambiente no es un sector autocontenido sino 
que permea todas las actividades y que la sostenibilidad va más allá de 
aplicar salvaguardias, mitigar daños e implementar controles; y (ii) que 
las inversiones en infraestructura y desarrollo productivo en diversos 
sectores tienen el potencial de crear y maximizar beneficios ambientales, 
reducir costos y prevenir riesgos reputacionales cuando estas inversiones 
se conceptualizan, diseñan y ejecutan con una visión estratégica y 
multisectorial. En el informe de la Comisión Europea se concluye que 
el instrumento de EAE ha contribuido a que se incorporen de manera 
sistemática y estructurada las preocupaciones ambientales en los procesos 
de planificación. Asimismo ha dotado de mayor formalidad y estructura 
a los procedimientos de planificación, contribuyendo así a una toma de 
decisiones más transparente, participativa y efectiva.

Son diversos los ejemplos de proyectos de infraestructura que ofrecen 
evidencia sobre la integración exitosa del capital natural. A manera de 
ilustración, en un estudio de modelización de la cuenca hidrográfica del 
río Reventazón en Costa Rica se concluyó que las decisiones estratégicas 
de la empresa de energía hidroeléctrica para financiar e incluir prácticas 
puntuales de conservación de suelos en cuencas aguas arriba redujeron en 
97% la erosión. Esto generó un ahorro anual de costos de US$1 millón 
por concepto de eliminación de sedimentos (Bovarnick, Alpízar y Schnell 
2010). Asimismo, mediante una alianza con el Instituto Smithsonian, en el 
Proyecto Camisea de Perú se logró emplear un enfoque pionero de obras de 
infraestructura sin apertura de caminos para minimizar los impactos en la 
biodiversidad en la Amazonía peruana (Mata 2012). 
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Clima de negocios propicio para el buen 
desempeño ambiental  

La competitividad de las empresas está cada vez más ligada a un clima 
de negocios que premia el desempeño ambiental. El sector privado puede 
cumplir una función vital en materia de inversión e innovación en favor del 
medio ambiente y de la conservación del capital natural.

En un estudio basado en un meta análisis de 52 estudios empíricos publicados 
entre 1972 y 1997, Orlitzky, Schmidt y Rynes (2003) concluyen que, en la 
mayoría de los casos,  aquellas empresas que toman medidas ambientales 
responsables perciben beneficios económicos positivos. Igualmente 
concluyen que para las empresas analizadas con un grado de confianza 
razonable, la relación entre desempeño social/ambiental y desempeño 
económico es positiva. En este sentido, existe un número creciente de 
estudios donde se concluye que la relación entre empresas, medio ambiente 
y biodiversidad puede ofrecer oportunidades para generar valor y para que 
aquellas sean más competitivas (Porter y Linde 1995, Esty y Winston 2009). 
Asimismo se han realizado estudios específicos en los que se reportan 
beneficios de diferente índole, como por ejemplo la reducción de costos 
operacionales a partir de ahorros en el uso de agua y energía (Berchicci y 
King 2007), la mejora del prestigio empresarial y del acceso a mercados 
(TEEB 2012), y la obtención de mejores condiciones de financiamiento 
(Hanson et al. 2008, TEEB 2010, Houdet, Trommeter y Weber 2012). 

El número de empresas que viene optando por integrar voluntariamente los 
Sistemas de Manejo Ambiental (SMA) en sus procedimientos y procesos 
productivos es cada vez mayor. Estos sistemas representan un compromiso 
de mejoramiento continuo del desempeño ambiental y aportan múltiples 
beneficios financieros y económicos. Su implementación y alineación con 
estándares como el ISO 14001 pueden facilitar el acceso a nuevos mercados, 
al tiempo que se reducen riesgos; esto a su vez puede traducirse en menores 
costos asociados con seguros y amenazas de litigio (Berchicci y King 2007, 
Ahmed 2012). En el mundo existe también una preocupación y toma de 
conciencia ambiental cada vez mayores por parte de los consumidores, 
lo cual ha creado incentivos y oportunidades para empresas innovadoras 
que buscan diferenciar sus inversiones y productos por sus atributos de 
sostenibilidad (Mulder y Koellner 2011, TEEB 2012).  

No obstante lo anterior, también hay evidencia sobre la necesidad de ser 
cautelosos frente a los efectos que pueden tener los acuerdos voluntarios en 
la gestión ambiental de la industria. Tras analizar 64 acuerdos voluntarios 
evaluados en Colombia, Blackman (2009) encuentra que los resultados 
ambientales logrados son limitados, sobre todo en términos de contribuir 
a mejorar las capacidades de gestión ambiental de las empresas. Estos 

El sector privado puede 
cumplir una función vital 
en materia de inversión 
e innovación en favor del 
medio ambiente y de la 
conservación del capital 
natural.
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acuerdos voluntarios son instrumentos complementarios que de ninguna 
manera sustituyen la necesidad de contar con un sistema integral de gestión 
de política pública. 

Asimismo, cada vez se reconoce más el hecho de que las empresas dependen 
directa e indirectamente de los servicios ecosistémicos para producir los 
bienes y servicios que ofrecen a la economía. Según un informe reciente 
de TEEB6 en Brasil (Conservation International 2014), el mercado para 
productos certificados (“verdes” o “ecológicos”) está creciendo. Asimismo, 
los productos agropecuarios orgánicos están aumentando su participación 
en el mercado y han crecido a una tasa anual de 20%, aunque todavía 
representan menos del 2% del mercado. No reconocer los efectos de las 
empresas sobre la biodiversidad y los servicios ecosistémicos puede tener 
como consecuencia que se pasen por alto grandes oportunidades para 
percibir un flujo continuo de ganancias (TEEB 2010). 

En todo el mundo, las empresas están empezando a comprender que la 
pérdida de biodiversidad no es únicamente una inquietud ecológica. Por 
consiguiente, el desafío consiste en integrar su valor y el de los servicios 
ecosistémicos en los modelos de negocio a fin de que estos valores ocultos 
sean tomados en cuenta en decisiones sobre inversiones y emprendimientos 
económicos. Se sabe, por ejemplo, que la biodiversidad puede tener un 
importante potencial económico para estudios biogenéticos y para la 
manufactura de productos medicinales, pudiendo captar importantes 

6. La economía de los ecosystems y biodiversidad (TEEB por su siglas en inglés)

Granos de cacao secándose,  
los Andes de Ecuador

�
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inversiones en investigación y desarrollo biotecnológico. Tal es el caso de 
los medicamentos fitoterapéuticos, cuyo mercado mundial se estima en más 
de US$60.000 millones (ONU-CEPAL 2012).

La formulación y establecimiento de los Principios del Ecuador (Equator 
Principles7), a los cuales se han adherido voluntariamente 65 de los bancos 
privados más importantes del mundo (entre ellos bancos de ALC), apuntan 
también a fortalecer el compromiso empresarial privado con el medio 
ambiente. Más allá de los mecanismos voluntarios, varias instituciones 
financieras en la región, incluyendo bancos nacionales de desarrollo, cuentan 
con mandatos y procedimientos que promueven mecanismos de gestión de 
riesgos financieros asociados con la reducción de la huella de carbono y 
la sostenibilidad ambiental (de Olloqui et al. 2013, Smallridge et al. 2013, 
Nolet et al. 2014). Por ejemplo, el Banco Central de Brasil ha integrado la 
gestión de riesgos socio-ambientales a la regulación bancaria. Esto indica que 
la exposición a riesgos y la calidad de su cartera financiera también serán 
evaluadas en función de la calidad de sus sistemas de manejo de riesgos 
ambientales. Existen igualmente iniciativas de buenas prácticas ambientales 
en los mercados de capitales que han sido reconocidas en las bolsas de valores 
locales de Chile, Brasil, México y Colombia (Sustainalytics y BVC 2014, 
BM&FBovespa 2015, Bolsa Comercio Santiago 2015, Grupo BMV 2015). 

Medio ambiente, inclusión social  y 
empoderamiento

Existe una interdependencia marcada entre muchas comunidades locales —
particularmente de pueblos indígenas— con sus ecosistemas y biodiversidad, 
los cuales se encuentran a la base de sus medios de vida e identidad. Lo 
anterior hace que estas poblaciones sean gestoras y administradoras clave 
de sus ecosistemas y servicios.  

La evidencia empírica de esta aseveración está documentada en varios 
estudios especializados realizados en diversas partes del mundo (Vedeld et 
al. 2004, Grafton et al. 2006, Stoll-Kleemann y Welp 2006, Lemenih y Bekele 
2008, Boelee et al. 2011, Andrade y Rhodes 2012, Kothari, Camill y Brown 
2013, FAO 2014c). En ellos se resalta que la inclusión y el empoderamiento 
de los usuarios de recursos los dota de una variedad de beneficios sociales 
que refuerzan su compromiso con la conservación y con el éxito de la 
misma. En 2005 se publicó un estudio solicitado por 30 organizaciones 
internacionales líderes en medio ambiente y desarrollo sobre la relación que 
existe entre pobreza y medio ambiente en comunidades dependientes de sus 
recursos naturales. Allí se confirman y documentan casos de comunidades 

7. Ver www.equator-principles.com. 
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que logran mejorar sus condiciones de ingreso y calidad de vida a partir de 
una mayor integración de sus actividades productivas con mercados locales 
y nacionales (Pearce 2005). 

Por lo general, se cree que la probabilidad de éxito de intervenciones de esta 
naturaleza aumenta cuando: (i) se incluye a las comunidades y a los grupos 
marginados desde el inicio del proceso de toma de decisiones (Reed 2008, 
Armstrong 2012); (ii)  se realizan esfuerzos de fortalecimiento institucional 
(Bray y Velazquez 2009, McGrath, Cardoso y Sá 2004); (iii) existe una fuerte 
cohesión de la comunidad y el liderazgo (Berkes 2010, Gutiérrez, Hilborn y 
Defeo 2011, Armstrong 2012); (iv) se logra una diseminación adecuada de 
información y se capacita a los actores locales (Galvin y Haller 2008, Arévalo 
y Ros-Tonen 2009); (v) existe confianza entre los usuarios de los recursos y 
las autoridades de gestión (Grafton et al. 2006, Chhatre et al. 2012); (vi) 
se reducen los costos de transacción que pueden limitar la participación de 
las comunidades (Pagiola et al. 2007); y (vii) hay respeto por los contextos 
socioculturales,  así como por las normas y derechos aplicables en todas las 
fases de intervención (Stonich 2005, Larson et al. 2006).

Cabe resaltar aquí que las poblaciones más marginadas en las zonas urbanas, 
costeras y rurales son las más expuestas y vulnerables a la degradación 
ambiental y a las catástrofes. Dado que la gestión del medio ambiente y de 
riesgos frente a los desastres están íntimamente relacionadas, la inclusión 
social y el empoderamiento local para abordarlos contribuye a reducir tales 
riesgos y vulnerabilidades.

En muchos casos, la priorización de la identificación y reducción de riesgos 
frente a los desastres se ha fundamentado en la aplicación de medidas y 
buenas prácticas ambientales en contextos territoriales específicos (Benson et 
al. 2007). La degradación ambiental es un factor que agrava las condiciones 
propicias a la ocurrencia de hechos catastróficos frente a un fenómeno 
natural. Esa fue precisamente la situación que se vivió cuando ocurrieron el 
terremoto de Haití y el huracán Mitch (Honduras). En ambos casos fueron 
los más pobres y vulnerables —los pueblos indígenas especialmente— los 
que se vieron más afectados, sufriendo consecuencias graves en su seguridad 
alimentaria, medios y formas de vida, y fuentes de ingreso (Dalberg Global 
Development Advisors 2010). A partir de la implementación de políticas 
claras de planificación territorial, fortalecimiento institucional y formación 
de capacidades locales de gestión, en una serie de estudios se han reportado 
casos exitosos en los que se han logrado reducir las condiciones de 
vulnerabilidad y riesgos a partir de procesos de identificación y reducción 
de riesgos en los que participan activamente las comunidades (Becker y 
Ghimire 2003, Arévalo y Ros-Tonen 2009, Radel 2012, Wever et al. 2012). 
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Dos niñas de la tribo Huaorani en el bosque de Amazonía, Parque Nacional Yasuni, Ecuador 
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El desempeño ambiental de los países de América Latina y el Caribe todavía 
se encuentra por debajo de niveles que se consideraran adecuados según 
las mejores prácticas internacionales observadas. Los países de la región 
habrán alcanzado tales niveles una vez que sus indicadores ambientales 
reflejen la permanencia y funcionalidad de sus ecosistemas terrestres y 
marinos, así como la disponibilidad de un capital natural en condiciones 
de calidad tales que puedan suministrar bienes y servicios a la economía en 
forma permanente. Lo mismo en lo que se refiere al mejoramiento de las 
condiciones de salud y calidad de vida de las poblaciones como resultado de 
la reducción en los niveles actuales de contaminación ambiental. 

La evidencia empírica indica que el desempeño ambiental está determinado 
fundamentalmente por la calidad de las instituciones y estructuras de 
gobernanza, de las políticas públicas y de la asignación del presupuesto 
público para proteger el capital natural. En ese sentido, es indispensable que 
los países fortalezcan y mejoren el desempeño de los sistemas nacionales de 
gobernanza ambiental en los ámbitos nacional y subnacional. Esto exige 
emplear criterios de eficiencia y efectividad en la aplicación de normas y 
estándares ambientales y en la gestión estratégica, así como en el monitoreo, 
fiscalización, y aplicación y cumplimiento de la ley. Todo esto acompañado 

Conclusiones



44 medio ambiente y biodiversidad: prioridades para la conservación del capital natural y la competitividad de américa latina y el caribe 

Conclusiones

de un fuerte incremento en la inversión ambiental pública y privada dirigido 
específicamente a reducir la presión sobre el medio ambiente y sobre los 
ecosistemas que generan el capital natural de la región. 

Igualmente, tanto la evidencia disponible como el diagnóstico realizado 
demuestran que a partir de la transversalización del medio ambiente, las 
acciones de mayor impacto sobre el uso del capital natural y la calidad 
del entorno se producen en el ámbito de intervenciones económicas de 
tipo sectorial. En tal sentido, esa transversalización ambiental es una 
condición necesaria para la sostenibilidad. Por ello es indispensable 
promover la incorporación transversal sistemática del valor económico de 
bienes y servicios ambientales en sectores productivos y de infraestructura. 
Esto incluye oportunidades de inversión pública y privada en iniciativas 
sectoriales innovadoras que tengan como objetivo la reducción de la huella 
de carbono, la protección del medio ambiente, y la conservación y puesta 
en valor del capital natural.  

Por último, es evidente que las poblaciones vulnerables urbanas y rurales en 
ALC son las más expuestas a condiciones ambientales deterioradas y las más 
afectadas cuando ocurren desastres. En tal sentido, se requiere implementar 
esquemas de planificación y uso de territorios y  asentamientos humanos en 
que se mejoren las condiciones ambientales locales y la seguridad física de las 
poblaciones.  Asimismo, se debe tener en cuenta que para las comunidades 
tradicionales y pueblos indígenas, la calidad y disponibilidad del capital 
natural es fundamental en la medida en que de allí derivan sus medios de 
vida. Por lo tanto, resulta prioritario propiciar la conservación y el manejo 
de su capital natural de forma tal que estas comunidades puedan mejorar 
sus condiciones de calidad de vida y de generación de ingresos, acorde con 
sus demandas y valores culturales.
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